
Derechos de los Pueblos Indios

Entre la integración
y la extinción

'~ ...~., -~

"Estamos todavía a tiempo

de legitimar -dentro de los
formalidades del Estado­

nuestros derechos

originarios como primeros

pobladores de este
continente. Queremos la

tierra dentro de una visión

de la sociedad venezolana

donde impere no solamente

una democracia política

económica y social, sino
también una democracia

de pueblos y de culturas.
Si vivimos en una realidad

multiétnica y pluricultura1,

la democracia de pueblos

y de culturas es un requisito

previo para realizar

la democracia política,

económica y social".

Noelí Pocaterra,

dirigente de la etnia Wayuú



En el contexto de deterioro creciente

y generalizado de los derechos humanos

que actualmente vive Venezuela, existe

un sector que, por sus particulares

características, corre riesgos adicionales

a la insatisfacción de las necesidades básicas

que acusa tanto como el ciudadano común;

la referencia alude a los miembros

de las veinticinco etnias indígenas existentes

en el país, que luchan por mantenerse

a contracorriente de un Estado que, carente

de una política destinada a atenderles

en específico, sigue considerándoles

ciudadanos de segunda clase.

El 9 de diciembre de 1994, las ONU proclamó

oficialmente el inicio del Decenio Internacional

de las Poblaciones Indígenas, aportando,

si no contenidos concretos, al menos grandes

Iineamientos que deberían orientar la acción

de los Estados hacia los pueblos indios.

Esta proclamación aun dista mucho de ser algo

más que una mera declaratoria, respecto

a lo cual Venezuela no constituye ninguna

excepción. Actualmente, el Estado venezolano

se encuentra en búsqueda desesperada

de recursos económicos, y actividades como

el turismo y la minería se presentan

con grandes perspectivas de desarrollo,

colisionando en más de ocasión con

las exigencias de las poblaciones indígenas.

En este Informe Especial se aborda

la agudización de esa tensión entre

necesidades de obtención de recursos

y compromisos en materia de derechos

humanos de manera específica, explorando

sus antecedentes y demostrando que se trata

de un conflicto de vieja data, más vinculado

con la inexistencia de políticas coherentes

que con incompatibilidades reales entre

una y otra necesidad.
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Marco de protección
En el diagnóstico que devela la ausencia

paralela de un marco sólido de protección
jurídico-legal así como de estrategias de ac­
ción claras y permanentes coinciden todos los
analistas de la problemática indígena venezo­
lana. Es a partir de tales carencias que las 25
etnias que habitan el país intentan sobrevivir.

El primer factor que atenta contra la efec­
tividad de la legislación actual es su disper­
sión. Si bien la Constitución venezolana esta­

blece, en su artículo 77, la obligación del
Estado de crear un régimen de excepción que

garantice la protección de las comunidades
indígenas y posibilite su integración, progre­
siva y acorde a los derechos culturales de cada
etnia, las obligaciones que se derivan de tal
artículo no han sido desalTolladas en la legis­

lación y, en consecuencia, resulta obvio que
no existen consecuencias prácticas, en térmi­
nos de delimitación clara de las obligaciones
del Estado, mucho menos de mecanismos que
garanticen su cumplimiento. Luego se encuen­
tran alusiones a la matelia indígena en diferentes
instrumentos nacionales1, pero la inexistencia
de un único instrumento que centralice la nor­
mativa en relación a la materia es una clara falla

del ordenamiento legal venezolano.
A nivel intemacional, Venezuela ha sus­

crito y ratificado la Declaración Universal de
los Derechos Humanos, el Pacto Intemacio­
nal de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto
Intemacional de Derechos Económicos, So­

ciales y Culturales y la Convención America­
na sobre Derechos Humanos. Pero, tal como

lo comenta eljuez Ricardo Colmenares: "Cu­
riosamente ... en ninguna de estas declaracio­
nes y convenciones internacionales se hace

mención especifica de los derechos de los
pueblos indígenas,,2, pero en virtud de los
principios de igualdad y no discriminación,
"...el Estado Venezolano se compromete bá­
sicamente ante la comunidad internacional a

respetar los derechos y libertades, garantizar
su libre y pleno ejercicio y adoptar las medi-



La historia de la política

en materia indígena en

Venezuela es el relato de

programas e iniciativas

esporádicas

emprendidas con poca

voluntad ...

das legislativas o judicia­
les necesarios para hacer-
1 .¡;. ,,3 tos ejectlvos ... , y es e
postulado afecta a toda la
población.

El único convenio in­

ternacional expresamente
referido a la población in­
dígena, en ser suscrito y
ratificado por Venezuela ­
en 1983- es el Convenio

107 de la Organización In­
ternacional de Trabajo
(01T) sobre los Derechos
de las Poblaciones Indíge-
nas, Tribales y Semitriba-
les en los Países Inde-

pendientes. Este convenio
remite entre otros aspec-
tos, al derecho de las comunidades indígenas

a participar en proyectos que les afecten, ver­
bigracia, a la incorporación activa de este sector
de la población en la toma de decisiones políti­
cas que les incumban. Igualmente, alude a la
obligación del Estado de reconocer la propiedad
sobre la tierra, en igualdad de condiciones, bien
se trate de propiedad colectiva o individual.

Un convenio posterior de la OlT, el 169
(1989), que intenta establecer la no-discrimi­
nación de los pueblos indígenas en un espacio
más amplio, es decir, evitar las actitudes pa­
ternalistas y asimilacionistas, todavía no ha
sido ratificado por supuesta discordancia con
la legislación interna.

Cuando un indígena es sospechoso o en­
contrado culpable de haber cometido un deli­
to, generalmente se encuentra sometido a una
doble sanción. Tal indefensión está directa­

mente vinculada con un marco jurídico que es
conveniente analizar. En el Seminario "Ad­

ministración de Justicia y Protección de los
Derechos Humanos", organizado por Provea
en marzo de 1991, representantes de Conive
expusieron que: "La materia indigena está
dispersa en la legislación vigente, y en mu-

chos casos se encuentran
contradicciones en ella. El
Estado está en mora en

cuanto a la promulgación
de un instnJmento legal

Únicoy especial de acuer­
do a lo establecido en el
articulo 77 de la Constitu­
ción Nacionaf'.

En febrero de 1994, el

Primer Congreso Interna­
cional de Derechos Huma­

nos de los Indígenas pro­
puso al respecto la aplica­
ción del derecho consuetu­

dinario indígena conjunta­
mente con las leyes vene­

zolanas4 Pero ei indígena
que transgrede una nOlma

penal sigue corriendo el riesgo de hallarse
sometido a las sanciones propias de su comu­
nidad además del proceso penal emprendido
por el Estado Nacional, pues los funcionarios
del sistemajudicial carecen del conocimiento
adecuado acerca de la organización politic)­
social de las comunidades indígenas, sus cos­
tumbres y la relación del individuo con su
comunidad. En opinión del juez Ricardo Col­
menares, para evitar esta doble sanción, es
necesario "valorar las condiciones en que se
cometió el delito, las causas que dieron lugar
a ello, su entorno cultural y sus costumbres

(..) se debe entender, que las normas consue­
tudinarias o costumbres son practicadas a

conciencia por los indigenas y llegan a tener
un carácter obligatorio ... ,,5

A la indefensión jurídica que se deriva de
lo descrito en los párrafos precedentes se
suma la crónica ausencia de una política per­
durable y cónsona con las obligaciones del
Estado en materia de derechos humanos de los

pueblos indios. La historia de la política en
materia indígena en Venezuela es el relato de
programas e iniciativas esporádicas empren­
didas con poca voluntad, de proyectos de asis-
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tencia o desarrollo con carácter temporal y

rápida desaparición.
El mismo Ministerio Público reconoció en

1990 que: "Hasta el presente no ha existido
en el país una política indigenista efectiva.
Los métodos (..) Aun cuando hemos inter­

venido activamente en algunos casos rela­
cionados con el derecho del indígena, no

hemos logrado los resultados deseados, por
la magnitud y complejidad de los graves
problemas que presentan las diferentes et­
nias, constatados por los diversos fiscales
del Ministerio Público comisionados al

efecto, requiriéndose para la solución de
los mismos, la máxima participación de los
organismos del Estado, afin de mejorar sus
condiciones de vida en pro de la restitución
de sus derechos fundamentales,,6

En 1992 la administración y ejecución de
las diferentes estrategias de acción dirigidas a
la población indígena se dispersaban entre
varios organismos públicos diferentes que
compartían su programación en el área de
asistencia a las comunidades, con las previsi­
bles consecuencias de acciones desarticuladas

entre sí y emprendidas desde diversos Minis­
terios (Ambiente, Justicia, Educación, Agri­
cultura, Familia, Sanidad, etc.), y el ineficien­
te uso de los recursos presupuestarios del
Estado, lo cual podría bien resumirse en la
inoperancia de tales entes y de los programas
desde ellos asumidos.

Los antecedentes de este desorden inslitu­

cional no remiten a un pasado más eficiente.
El primer organismo oficialmente encargado
de este asunto, la Comisión Indigenista Na­
cional, fue creada en 1947, Yen 1952 pasa del
Ministerio de Relaciones Interiores a la Direc­
ción de Cultos del Ministerio de Justicia, ubi­

cación paradigmática del criterio oficial res­
pecto a esta materia. En 1959, el mismo Mi­
nisterio de Justicia crea la Oficina Central de

Asuntos Indígenas (OCAI), que en 1976 se
traslada al Ministerio de Educación bajo el
nombre de Oficina Ministerial de Educación

Fronteriza e Indígena (OMEFI). Al año si­
guiente, la OMEFI cambia sus siglas y se
convierte en la Oficina Ministerial de Asuntos

Fronterizos e Indígenas (OMAFI), para final­
mente tCllninarpor constituir, en 1980, lo que
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un indio sin tierras

es un indio sin alma,

sin nada

hoy se conoce como Di­
rección de Asuntos Indíge-
nas (DAI), órgano rector
de las políticas destinadas
a los pueblos indios, que
realiza esfuerzos por lo­
grar la coordinacion inte­
rinstitucional en pro del
mantenimiento de la cultu-

ra indígena. Pero su nivel
jerárquico, su inserción en
un organismo con otros fi-
nes (Ministerio de Educa-

ción) y la escasez de recur-
sos limitan enormemente

sus alcances, lo que nueva-
mente remite a la ausencia

de interés oficial por el
cumplimiento de sus obli-
gaciones en relación a este sector.

A esta Dirección se hicieron llegar durante
muchos años -y de hecho, aún se reciben­
denuncias de violaciones a los derechos hu­

manos provenientes de diferentes zonas del
país y, como es obvio, al tratarse de una
materia que se encuentra fuera de su área de
atención, en términos reales sus resultados
han sido casi nulos.

Resulta inevitable que la inexistencia de
una instancia autónoma que coordine y se
responsabilice de la política en materia indí­
gena acabe por hacer que se desvanezcan los
pequeños logros de aislados programas de
desarrollo, tal como se concluyó en el I Con­
greso Internacional de los Derechos Humanos
de los Pueblos Indígenas?

A nivel legislativo existe la Subcomisión
de Asuntos Indígenas de la Comisión de
Asuntos Sociales del Senado como única ins­

tancia parlamentaria con mandato en la mate­
ria, pero hasta la fecha su actividad no ha
tenido mayor trascendencia. En 1995 se inten­
tó la instalación de una Comisión Permanente

de Asuntos Indígenas en la Cámara de Dipu­
tados, pero la propuesta fue rechazada, de-

mostrando una vez más

que esta materia no consti­
tuye ninguna prioridad
para los legisladores vene­
zolanos. Un año antes, se
aprobó el anteproyecto de
Ley Orgánica de Comuni-
dades, Pueblos y Cultura
Indígenas, introducido a la
discusión parlanlentaria
en 1989. Desde 1994, el

anteproyecto espera por su
aprobación definitiva en la
Cámara del Senado.

Por otra parte, a partir
de marzo de 1990 se esta­
bleció la Fiscalía 125 con

competencia nacional en
materia indigenista, que

comenzó a funcionar a mediados de 1991.

Esta fiscalía, además de realizar estudios,

diagnósticos y recopilación de datos sobre la
situación indígena a nivel nacional en diver­
sas áreas (tenencia de la tierra, régimen peni­
tenciario, salud, turismo, ambiente, educa­

ción, etc.), procuró velar por el hábitat, la
normativa legal, la propiedad territOlial y la
salud de las comunidades indígenas venezo­
lanas. Sin embargo, sus acciones más relevan­
tes remitían a la defensa legal, y en términos
reales se vieron profundamente obstaculiza­
das por la insuficiencia presupuestaria y por
la escasez de recursos. En lo que se refiere a
defensa legal específicamente, muy pocos
abogados mostraban disposición para asumir
una adecuada defensa de los indígenas. Ya
para el año 1994 esta fiscalía dejó de fun­
cionar ante la evidencia de que un solo ente
con competencia a nivel nacional en materia
indigenista resultaba insuficiente para aten­
der el volumen de denuncias. La idea es que
a partir de ese momento esta función la
cumplan fiscalías regionales, pero hasta
ahora solo han sido creadas dos, en los es­

tados Bolívar y Zulia.
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La tierra, fuente
de supervivencia

Es ampliamente conocida la impOliancia
de la tierra para los pueblos indios, que tras­
cienden la relación meramente utilitaria para
abordarla desde una perspectiva directamente
vinculada con su propia cosmogonía. Esto
implicaría, en términos de acción del Esta­

do, no solo el reconocimiento de la propie­
dad territorial y la garantía de seguridad
sobre esa propiedad, sino además la promo­
ción de políticas que impidan la interven­
ción de factores culturales externos que in­
cidan negativamente sobre la interrelación
tierra-hombre cultivada por las diferentes
etnias, tal como lo define un miembro de la
etnia Barí: "un indio sin tierras es un indio
sin alma, sin nada"g.

Lejos del postulado ideal, la tenencia de la
tierra constituye precisamente el conflicto
central entre el Estado y las comunidades
indígenas. Las cifras oficiales resultan al res­

pecto contundentes: según el Censo Indígena
realizado en 1992, en el país existen 25 etnias
cuya población (308.460 personas) representa
un 1,5% del total nacional; de ellos, apenas el
17% posee algún título de propiedad sobre sus
tierras. A su vez, entre éstos solo el 1% posee
títulos definitivos, mientras el resto se man­
tiene con titularidad provisional.

De los datos se desprende la evidente inse­
guridad jurídica y práctica que pesa sobre la
tenencia de la tierra para los pueblos indígenas,
directamente vinculada al explícito desconoci­
miento del derecho a la propiedad colectiva de
los indígenas sobre sus tieITaS,que viene a ser
determinante en la formulación, interpretación
y aplicación de las leyes. Huelga añadir que no
se toma en cuenta la relación cosmovisional y
práctica que los pueblos indígenas tienen con
la tieITa. Ella es la madre, el centro de toda la

vida, la gran memoria cultural que comparten
todas las diferentes etnias.
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Esta indeterminación jurídica primaria da
lugar a maniobras legales que inclinan la ba­
lanza a favor de los intereses de propietarios
privados o del Estado mismo, a través de
figuras que se ilustran en varias de las denun­
cias conocidas por Provea.

Una fonna consiste en declarar como pro­
piedad del Estado regional a los territ0l10s
ocupados por indígenas, tal como sucedió a la
comunidad Kari 'ña "Jesús, Ma¡ía y José" ubi­
cados en la zona de Aguasay (Edo. Monagas).
Sus títulos de propiedad datan de 1783, cuan­
do les fueron otorgados,por Real Cédula del
Rey Carlos III de España. Estos títulos fueron
legalmente registrados en 1967, y sin embar­
go en agosto de 1987, las tieITas fueron decla­
radas como ejidos municipales. La declara­
toria lleva implícita una grave afirmación,
según la cual la etnia no existe, y por lo tanto,
se trata de terrenos baldíos.

Ante tal exabrupto, el 28 de junio de 1989
la comunidad introdujo simultáneamente dos
recursos: un amparo constitucional y un re­
curso de nulidad contra la ordenanza munici­

pal. La COlie Suprema de Justicia (CSJ) se
tomó catorce meses para negar el amparo,
alegando que la solicitud se realizó fuera del
lapso establecido por la ley. Luego transcu­
rrieron casi dos años para que el máximo
tribunal realizara la audiencia oral del proce­
so, que finalmente se concretó en julio de
1991. Ese mismo ar10, la Fiscalía General de

la República (FGR) se pronunció sobre el
caso, solicitando a la CSJ que la demanda
fuese declarada a lugar, argumentando que
"...Resulta inaceptable que una autoridad

municipal pueda declarar unilateralmente
ejidos terrenos que mediante documentos pú­

blicos son de presunta propiedad privada",
por lo que "se evidencia la lesión infrigida al
derecho de propiedad consagrado en el arto
99 de la Constitución Nacional, al impedírse­
le a la comunidad indígena 'Jesús, María y
José' de Aguasay mediante la declaración de

ejidos, el uso, goce y libre disposición de sus



Yabaranas al borde de la extinción

Según el último censo indígena, de la
etnia Yabarana quedan actualmente unos
319 miembros, asentados en cinco comu­

nidades: Majagua, Chirinos, Corobita,
Colmena y Caño Culebra. Estas comuni­
dades se encuentran en el Valle del Paru­

cito, Sector Manapiare del Departamento
Atures, en el noreste del estado Amazonas.

"Es ta etnia ocupó es te Valle de M anapiare
y del Parucito desde tiempo inmemoria­
bles, ahora estamos concentrados en el
Valle del Parucito. También en estos va­

lles conviven las etnias Panare y Boti".

La mitología Yabarana cuenta que el
Dios Mayoaca los creó o los hizo salir del
Cerro Pacuri, ubicado en el Valle de Paru­
cito, actualmente en manos de terratenien­

tes, al igual que las lagunas, ríos, caños,
montañas y sitios sagrados del Valle (que
tiene una superficie aproximada de 5 mil
hectáreas). De esta forma, el territorio
yabarana se encuentra actualmente cerca­

do por seis propietarios particulares; uno
de ellos, Hermann Zingg Reverón, fue cu­
riosamente reubicado por el IAN en esa
zona, luego de un conflicto entre éste y
varias comunidades Piaroa, en 1984. Des­
de entonces los Yabarana viven los mismos

problemas que antes conocieron los Piaroa:
destrucción de cultivos, utilización de recur­
sos con fines tudsticos, desviación del cauce

del do Parucito, invasión de territorio y robo
de ganado, sin contar con las restricciones

impuestas a los indígenas para circular por
su propio territorio, las amenazas y las deten-

ciones arbitrarias practicadas por efectivos
de los cuerpos de seguridad

Los Yabarana han introducido denun­

cias ante el IAN, la Procuraduría Agraria
Nacional y Regional, la Oficina Regional
de Asuntos Indígenas (ORAl), la DAI y la
Fiscalía Indigenista, pero ninguna instan­
cia ha dado respuesta.

A raíz de estos conflictos, en 1992 se

funda la Organización Indígena Yabarana
del Alto Parucito, estado Amazonas (OIYA­
PAM), cuyos [mes se resumen en: recuperar
las tien-as invadidas por terTatenientes; res­

catar su idioma y cultura; unir a las etnias y
trabajar en proyectos de desarrollo.

En los últimos tiempos, los seis terra­
tenientes que ocupan y rodean el territorio
Yabarana han decidido vender sus bienhe­

churías y ganados, por lo que la comunidad
ha solicitado la ayuda del IAN para efec­
tuar la compra, puesto que no tienen recur-

. sos suficientes, y obviamente les preocupa
la posibilidad de que la tierra caiga en
manos de nuevos propietarios ajenos a di­

cha etnia. Desconfían además del plan del
gobierno nacional y regional de re activar el
proyecto La Conquista del Sur, ahora bajo un
nombre diferente, Proyecto de Desan-ollo
Sustentable del Sur (prodesur).

Mientras, los Yabarana siguen pugnan­
do por obtener el título definitivo de la
propiedad comunitaria de su tierra, y están
organizándose para trabajar en proyectos
agrícolas con yuca, plátano, cacao, aves,
ganado vacuno y bufalino.'

* La información contenida en este recuadro fue suministrada por dirigentes Yabarana
a Provea, en septiembre de 1995.
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tieITas,,9. Elligor de la eSJ en precisar lapsos
procesales se encuentra en entredicho respec­
to a su propia actuación, pues desde entonces
y hasta la edición del presente Informe, el caso
se encuentra paralizado. Mientras, el munici­
pio ha cedido a particulares -con fines electo­
rales- parte del territorio Kari 'ña y ha celebra­
do contratos que lo afectan, al tiempo que la
comunidad sufre bloqueos oficiales para con­
cretar créditos económicos y soportan la
prohibición de cazar, pescar, cultivar y cons­
truir viviendas en las tieITas en litigio.

Más sencillo resulta, en petjuicio de las
comunidades indígenas, el procedimiento para
despojarles de tenitorios sobre los cuales pesan
títulos provisionales, sujetos a expropiación
mediante un simple trámite administrativo. Tal
OCUlTÍÓen junio de 1991, cuando el mismo
Instituto Agrario Nacional (IAN) despojó de sus
mejores tierras a la comunidad de Alcabala de
Guahibo, ubicada en el entonces Tenitorio Fe­

deral Amazonas. Las tielTas, que incluían gran
palie de la laguna de la zona, fueron otorgadas
a dos teITatenientes, bajo el argumento de que se
trataba de terrenos baldíos.

La alusión al ténnino tenenos baldíos es

frecuentemente utilizada por las autoridadcs
para ejecutar expropiaciones de tielTas indias.
La denominación abarca a las tienas que las
comunidades indígenas no utilizan para cul­
tivar, de tal forma que solo les dejan ocupar
las tienas que cultivan y ninguna hectárea
más. Pero no existen tielTas baldías para los
indígenas; éstas forman un medio de comu­
nicación entre las comunidades, sirven

como reservorio de fauna y flora, de ellas
extraen medicamentos, constituyen un pa­
trimonio real en el cual desalTollan labores

de subsistencia tales como la recolección, o
al cual se acude como área de cuarentena en

d 'd . 10caso e epl emlas .
Los guahibos fueron además víctimas de

otra de las prácticas discriminatorias del IAN:
la dotación a las comunidades indígenas de
tielTas con baja productividad agrícola Luego
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de expropiar y vender sus tienas, el IAN
reasign6 a los indígenas las tielTas menos
productivas, negándoles el acceso a los mori­
chales, Plincipal fuente de alimento y materia
prima para la elaboración de artesanía, po­
niendo en peligro la sobrevivencia de la etnia
en cuestión.

En otros casos, la ausencia de acción por
parte de las autoridades convierte a las comu­
nidades indígenas en blanco propicio para
atropellos provenientes de palticulares que
acosan a los miembros de diferentes etnias,

destmyen sus cultivos y les niegan el acceso
a recursos tales como el agua (ver recuadro).

En la mayoría de los casos, las expropia­
ciones a territorios indígenas responde a la
necesidad oficial de "dar uso especial a las

tierras". El uso especial hace referencia a la
explotación de recursos naturales por pmie de
empresas estatales o plivadas, directamente
vinculadas con proyectos de desan"ollo. El
elemento comÚn a la puesta en marcha de
proyectos de esta naturaleza ha sido y sigue
siendo el in"espeto a los derechos de las comu­
nidades indígenas asentadas en las zonas afec­
tadas, que se encuentran indefensas frente a
despojos, atropellos y la alteración -en mu­
chos casos radical- de sus patrones culturales.

El enfrentamiento entre los intereses del

Estado y los derechos de los pueblos indios
no es necesariamente inevitable. Al contrario,

en la mayoria de los casos conocidos por
Provea, los conflictos provienen de una actua­
ción oficial que privilegia los resultados in­
mediatos frente a políticas que garanticen no
solo el respeto por el hombre, sino el mejor
aprovechamiento de recursos y el manteni­
miento del equilibrio ambiental. En noviem­
bre de 1993, la etnia Japrería vio desaparecer
sus viviendas, sembradíos y ganado bajo loa
inundación producida a causa de los trabajos
realizados por la empresa PLANIMARA en
el contexto del desalTollo de la represa El
Diluvio, ubicada sobre el cauce del río El

Palmar. Según los afectados, "todo hubiese



no existen tierras

baldías para los

indígenas; éstas forman

un medio de

comunicación entre las

comunidades, ...

constituyen un

patrimonio real en el

cual desarrollan labores

de subsistencia ...

podido evitarse si se hu­

biesen atendido a las espe-
cificaciones y recomenda­
ciones de un [estudio de]
impacto ambiental que
matemáticamente sugería
los incovenientes que la
represa podría ocasionar­
les ,,11 A consecuencia de

la inundación, esta comu­
nidad, ubicada en el occi­
dente venezolano, modifi­
có sustancialmente sus há­

bitos de subsistencia, des­
plazándose forzosamente
de la zona.

En la Sierra de Perijá
(Edo. Zulia), se han esce­
nificado varios de los con-

flictos más intensos entre indígenas y gobier­
no, central y/o regional. La Sierra es rica en
contrastes naturales, económicos y étnicos;
alberga en su seno bosques tropicales húme­
dos habitados por cientos de especies anima­
les; cuenta con importantes yacimientos car­
boníferos y petroleros, y suelos ricos para el
asiento de la ganadería y el desarrollo de la
agricultura. Su territorio se encuentra actual­
mente habitado por unos 200 mil poblacidores
no indígenas, además de unos diez mil miem­
bros de las etnias Yucpa, Barí, Japrerías y
Wayuú.

Los Yucpa y Barí mantienen desde 1991
una férrea oposición a las pretensiones expan­
sionistas de los ganaderos de la zona y a los
planes de desarrollo emprendidos o aproba­
dos por el Estado. Antes de la llegada de los
españoles, ambas etnias ocupaban el tenitorio
de lo que hoy se llama Santander del Norte,
Valledupar (actualmente territOlio colombia­
no) y parte de los estados Táchira, Mérida,
Tmjillo y Zulia. Estas tierras fueron progresi­
vamente invadidas por hacendados, parcel­
eros, madereras, buscadores de aceite y últi­
mamente por empresas mineras. En los años

50 empezó una mayor ac­
tividad de exploración y
desarrollo en la región y
fue fundada la capital de la
SielTa de Perijá: Ma­
chiques. En la década si­
guiente se estableció formal­
mente una reserva indígena
de mil 887 kilómetros cua­

drados, que hasta ahora no se
ha hecho efectiva, por lo que
no ha implicado ningún be­
neficio ni protección para las
comunidades indias.

Hoy en día se encuen-
tran encerrados en una

zona protegida bajo régi­
men de administración es­

pecial, entre las haciendas
Catatumbo, Machiques de Pelijá y Villa del
Rosario de Perijá. Los dueños de dichas ha­
ciendas han ido rodando sus cercas y no les
permiten el libre tránsito, de fonna tal que
cada año la población indígena se encuentra
restringida a un territorio más pequeño. Cuan­
do diferentes empresas de explotación petro­
lífera y carbonífera (Maraven y Corpozulia,
además de empresas mixtas y privadas) em­
prendieron agresivos proyectos de desarrollo
sin tomar en cuenta las necesidades y opinio­
nes de los habitantes de la zona, la oposición
de los Bari hizo que en octubre de 1991 se
anunciara la suspensión de las exploraciones
en busca de yacimientos de petróleo. Previa­
mente habían denunciado el envenenamien­

to de los ríos y la consecuente mortandad de
peces a causa de la táctica de exploración
aplicada, anteriormente implementada ¡JJr
trasnacionales petroleras, con nefastas con­
secuencias para el medio ambiente.

La presión ejercida por las comunidades
indígenas no pudo evitar que en 1993 -y a
pesar de que Corpozulia había anunciado la
paralización del Segundo Plan Carbonífero­
la trasnacional MArCA iniciase ablllptamen-
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te la explotación de este mineral, por medio
de una concesión ubicada en la Sierra de

Abusanki, cerca del no Aricuaiza, en el límite

con el territorio indígena. La estrategia de esta
empresa ha consistido en avanzar los trabajos
justo hasta el límite, ofreciendo bienes y dine­
ro para granjearse la simpatía de los habitan­
tes del lugar y luego obtener el permiso de las
autoridades para extender las excavaciones
más allá del territorio permitido 12. Ese mismo
año se aprobaron concesiones para la explo­
tación de carbón, oro y otros minerales a las
empresas Consuminca, Tablica, Maica (Inter­
chem), Carboca y Carbozulia, que involucran
capital privado nacional, trasnacional y parti­
cipación directa del Estado. Tácticas simila­
res, dirigidas a ablandar voluntades ha em­
prendido Maraven, a través de la Fundación
Zumaque, la cual presta a los Barí servicios
sociales de diversa índole. En marzo de

1992, miembros de esa etnia denunciaron que
el otorgamiento de beneficios emprendido
por esta fundación ha llevado a los Barí a
enfrentarse entre sí, evidenciando los verda­

deros objetivos de la empresa petrolera: di-

solver los obstáculos que la resistencia indí­
gena causa a Maraven.

Por añadidura, tal como lo manifiestan

representantes del Consejo Nacional Indio de
Venezuela (Conive), en la mayoría de los
casos que llegan hasta instancias legales, la
gran ventaja de recursos económicos de los
terratenientes les permite manipular o in­
fluenciar los acontecimientos jurídicos 13. Los
Yucpa, por su parte, han tenido que enfrentar­
se a los ganaderos que paulatinamente han
venido despoj ándolos de sus telTitorios
abriendo caneteras, impidiéndoles el libre
tránsito y cometiendo otras arbitrariedades, al
amparo de la falta de protección oficial. El
21.10.91, un tenateniente instaló una antena
radiotransmisora en tienas sagradas, favore­

cido por la decisión del tribunal distrital de
Machiques y la colaboración de una comisión
de la Guardia Nacional, lo que originó una
violenta lucha entre fuerzas evidentemente

desiguales en la Siena. La Asociación Nacio­
nal de Clínicas y Asistencia Jurídica Volunta­
ria (Asocliva), denunció públicamente que el

juez responsable de haber concedido el ampa-
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en las zonas fronterizas,

los indígenas resultan

blanco fácil, no solo de

personas particulares,
sino también de

funcionarios de los

cuerpos de seguridad

ro actuó sin tener compe­
tencia en materia agraria, y
el juez que ejecutó el re­
curso tenía nexos parenta­
les con el abogado defen­
sor del ganadero. Cabe
destacar que los Yucpa po­
seen títulos de propiedad
sobre sus territorios, que
además se encuentran bajo
régimen de protección es­
pecial y están por lo tanto
sujetos a la jurisdicción
agraria y ambiental.

A la indiscriminada
actividad de las industrias

mineras, madereras y pe­

troleras que masivamente
penetran y dañan regiones
tradicionalmente pobladas
por indígenas con ecosistemas frágiles y vul­
nerables, se ha sumado en los últimos tiempos

un creciente interés por el desarrollo tmístico.
Los planes y paquetes turísticos -especial­

mente el llamado ecoturismo-, que afectan
directamente a las comunidades indígenas, se
elaboran sin tomar en cuenta su opinión. No
se escuchan las propuestas de las comunida­
des indígenas y tampoco sus objeciones, aun­
que la Ley de Turismo establece en sus artí­
culos 59 y 60, que el Estado debe consultar a
las comunidades en caso de desarrollar algún

.. 14
proyecto en sus temtonos.

Las consecuencias de este turismo sin

restricciones se evidencian especialmente en
el estado Amazonas: "...en algunas oportuni­
dades los operadores turísticos se hacen res­

paldar por algún miembro de la comunidad a
la que se dirigen las expediciones o tours,
basando en esto su aparente legalidad sin

tomar en cuenta que las mayorías están en
desacuerdo y no dándole la importancia que
se merece la opinión de la organización so­
cial indígena, como por ejemplo los Consejos
de los Ancianos, lo cual lejos de traer algún

beneficio genera división
dentro de las propias co­
munidades, siendo esta

una consecuencia muy ne­

gativa por cuanto en la
mayoría de los casos se
pierden oponen enpeligro
valores.como el colectivis­

mo y la organización
comunitaria fimdamenta­

les en no pocos casos para
la sobrevivencia de los

bl . d' ,,15pue os In 1genas..
Esta ausencia de control

permite el acceso, por
ejemplo, a los lugares sa­
grados de las comunidades
indígenas, tal como ocune
en el cen'o Autana, de va­
lor sacro para la comuni-

dad Piaroa, donde se organizan constantes

campamentos turísticos.
En el mismo estado se adelantan planes de

desarTollo hidroeléctrico, que implican la
construcción de diques y reservas de agua en
la región de los Ríos Caura y Paragua, poblada
por comunidades de las etnias Ye'kuana,
Pemón, Sanema, Sape y Uruak. Estas comu­
nidades han denunciado que no fueron infor­
madas acerca de este proyecto, aunque como
consecuencia de su construcción serán desa­

lojadas del lugar. 16

No se puede dejar de mencionar tampo­
co el Proyecto de Desarrollo Sustentable del
Sur (pRODESUR), que incluye a los esta­
dos Amazonas, Apure, Bolívar y Delta
Amacuro, e incluye colonizaciones fronte­
rizas, guarniciones militares, pistas de ate­
rrizaje, carreteras, etc. La comisión que está
trabajando en la ejecución de este plan está
dirigida principalmente por estrategas mili­
tares, que solo han tomado en cuenta aspec­
tos geo-estratégicos, sin reconocer los dere­
chos que sobre esas zonas tienen las comu-

'd d . d' 17nI a es In rgenas.
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Violaciones
a derechos individuales

Las violaciones a derechos individuales

de miembros de comunidades indígenas son
frecuentes, y se relacionan directamente ­
amén de la defensa de intereses econÓmicos
claramente establecidos- con una forma de

discliminación que desconoce la igualdad de
condiciones de una minoría y que bien podría
responder a la definición que apOlta Albert
Memmi, funcionario de la UNESCO, quien
alude al racismo como "...un mecanismo

ideológico de dominación y de explotación

basado en las diferencias somáticas entre
grupos humanos (color de la piel, textura del

pelo, forma de los ojos etc.) y la presunción
de que esas diferencias tienen su correlato en

diferencias mentales y de comportamiento. Es
la valoración generalizada y definitiva de la
diferencias biológicas, reales o imaginarias,
en beneficio del acusadory en detrimento de
su víctima con el fin de justificar la agre­

sión. ,,18 En este sentido, resulta paradigmá-

tica la denuncia realizada por la famillia de
Pío Rossi CENTENO, a quienes miembros de
la GN detuvieron en Las Claritas (Edo. Bolí­
var): "Encontré a mis hermanos presos en el
comando, y ya les habían aplicado el trata­
miento habitual (bailar entre hombres, pasar

coleto, limpiar pocetas, saltos de rana, insul­
tos, etc.). Los detuvieron en un restaurant (..)
llegó la GN y les pidieron documentos de

identificación, les preguntaron la fecha de
expedición, fecha de vencimiento, número de

cédula, hasta que uno se equivocó, y ¡¡or eso
lo montaron a gritos en la patrulla"¡

El incidente relatado en el párrafo prece­
dente ocurrió en diciembre de 1990, pero no

por ello se trata de un ejemplo aislado, tal
como lo evidencian los casos de masacres

registradas en los años 1992, 1993 Y 1994.
En particular en las zonas fronterizas,

los indígenas resultan blanco fácil, no solo
de personas particulares, sino también de
funcionarios de cuerpos de seguridad. Las
etnias que habitan el occidente del país, en
la Sierra de Perijá, sufren adicionalmente
atropellos derivados de su condición de ha-



Con frecuencia, los

docentes que trabajan

en áreas indígenas

desconocen la lengua

y la cultura de estos

grupos étnicos.

bitantesde lazona de segu­
ridad fronteriza, imple-
mentada desde 1994. La

zona de seguridad consti­
tuye de hecho, carta blan­
ca para la actuación de
efectivos del Ejército y la
GN, cuerpos de seguridad
que contaban ya con un
extenso historial en té¡mi­

nos de irrespeto a dere­
chos individuales.

Los atropellos contra
miembros de etnias indí­

genas pueden producirse a
consecuencia de la acción
llanamente arbitraria de

los agentes de seguridad, o
en el marco de conflictos

por lo general relativos a la tierra. El 25.08.92,
el wayuú Wilson GONZALES (17), resultó
muerto, durante un procedimiento de desalojo
emprendido por la PE en Maracaibo (Edo.
Zulia). Otras personas resultaron heridas. La
Oficina de Derechos Humanos del Vicariato

Apostólico de Pue¡io Ay acucho denunció que
en mayo de ese mismo año algunos
Yanomami de Ocamo fueron maltratados por
soldados que se encontraban en el lugar: "Al
parecer, los indígenas habrían tenido una

pelea de grupo en la que iban a utilizar
flechas y otras armas. Lafonna de castigar

a algunos de ellosjue agredirlosfisicamente
y luego exponerlos al sol para que les dolie­
ran más las heridas. Los médicos del lugar,
adscritos al proyecto Parima-Culebra, exa­

minaron a los indígenas, y determinaron gue
existían signos inequívocos de tortura ,,2 .

Paralelamente, la frecuencia con la que se
presentan atropellos cometidos por personas
particulares sin que el Estado intervenga para
proteger a las víctimas, termina por aludir a
responsabilidades oficiales. El 30.03.93, apa­
reció asesinado en las sabanas de San Felipe
(Edo. Yaracuy), un miembro de la comunidad

Cuiva de apellido TINARI
(17). El cuerpo presentó
un disparo a la altura del
cráneo. Quince días más
tarde, un grupo de hom­
bres armados disparó
contra varios Cuiva que
se encontraban cazando y
recolectando en los mis­

mos territorios que han
ocupado históricamente.
Allí resultó herido Fre­

ddy MAR CHAL (18),
mientras Guancho QUI­
RIBA (19), desapareció.
El cuerpo de Félix PA­
DRÓN (19), trabajador de
un fundo de la zona, fue
encontrado en una bolsa

de desperdicios. Presentaba numerosos henH­
tomas.

En opinión de dirigentes de Conive, es­
tas muertes estaIÍan directamente vincula­
das con el interés de hacendados de la zona

sobre el territorio de los Cuiva, y la indefen­
sión en que se encuentran los miembros de
esta etnia, lo que ha impedido que se esta­
blezcan responsabilidades21

Durante tres años consecutivos, tres ma­

sacres cometidas cont.ra indígenas conmocio­
naron a la opinión pública nacional e intema­
cional. Hasta el moment.o, en ninguno de los
tres casos se habían establecido responsabi­
lidades penales concretas.

La celebración del Año Intemacional de

los Pueblos Indígenas en 1992, tuvo en Vene­
zuela una trágica connotación, cuando miem­
bros de la Guardia de Honor Presidencial y
funcionarios de la Disip acribillaron a miem­
bros de la etnia Wayuú, justo el12 de octubre.
Ese día, el Presidente se encontraba precisa­
mente en Paraguaipoa (Edo. Zulia), inaugu­
rando un hospital binacional, específicamente
destinado a la atención de la población indí­

gena. Las víctimas se desplazaban a bordo de
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un vehículo que no atendió la voz de alto
emitida por los funcionarios de seguridad,
quienes inmediatamente comenzaron a dispa­
rar su armamento de alta potencia. Como con­
secuencia resultaron muertos Pedro José PAZ

(21) y Nasser PALMAR (23), mientras una
mujer y cuatro niños resultaron heridos. La
Plimera versión conocida por los medios de
información sobre este hecho, señalaba un
posible atentado contra el Presidente, quien ni
siquiera se encontraba en e! lugar para el
momento en que ocurrió la masacre. La impu­
nidad que an'oparía a estas muertes se prelu­
diaba ya en las declaraciones emitidas por el
entonces Ministro de Relaciones Inteliores,
Luis PiñeIÚa Ordaz: " ...ustedes saben que los
goajiros andan armadosy son 'gatillos alegres'
(..) en Caracas nos enteramos de que en el
momento en que nos desplazábamos del hospi­

tal aAlaracaibo pasó paralelamente al autobús
en el que veníamos [el Presidente, elMinistro y
el Gobernador del ZuliaJ un camión a alta

velocida,f, que desoyó la voz de alto de la auto­
ridad que les ordenaba detenerse (..) los vene­

zolanos pueden estar tranquilos, porque no
hubo atentado contra el Presidente. ,,22

Entre julio y agosto de 1993 un grupo de
garimpeiros mató a dieciséis Yanomami en la
zona de Haximú (Edo. Amazonas), en la fron­
tera con Brasil. Entre las víctimas se encon­

traban cinco hombres, dos ancianas, una mu­
jer joven, tres niñas y cinco niños. Otros 69
miembros de la comunidad huyeron de! sha­
bono hasta Brasil. Tan grave como la masacre
misma fue la ausencia de interés mostrada por
los gobiernos de Venezuela y Brasil. Las in­
vestigaciones oficiales del lado venezolano se

encuentran paralizadas después de una sola
visita al lugar, por falta de recursos. En un acto
carente de toda justificación, las autoridades
nacionales renunciaron a la jurisdicción para
investigar los hechos, dej ando el proceso en
manos de la justicia brasileña pese a haber
quedado plenamente demostrado que la ma­
sacre se produjo en tenitOlio venezolano. En
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diciembre de 1993, el tJibunal que conocía de
la causa en Brasil dejó en libertad a los sospe­
chosos y desde entonces las investigaciones
en ese país no han mostrado avances. Este
hecho, sin embargo, no generó del lado vene­
zolano ninguna protesta oficial, ni sirvió para
reactivar el caso abierto en un tribunal del
estado Amazonas.

El 02.02.94, efectivos militares pertene­
cientes al Grupo de Tareas 1.2 intentó deco­
misar arbitrariamente un lote de maderas a

miembros de la comunidad Yucpa de Kasme­
ra (Edo. Zulia). El Ministro de la Defensa
declaró entonces que los funcionmios actua­
ron en respuesta al ataque iniciado por los
. d' 1 d' d ~ . 23m Igenas, va e eClr,en elensa propia .Esa
primera agresión habría provenido de un gru­
po de mujeres armadas con palos y machetes,
ante quienes los militares respondieron con
disparos de fusiles de alto calibre, cusando la
muelte a Felipe ROMERO (25), Vicente RO­
MERO (25) Y Carmen ROMERO (42). Otras
dos personas resultaron heridas. Sin embargo,
la versión de los familiares de las víctimas

difiere de la oficial, asegurando que los hom­
bres no estaban presentes al momento de la
resistencia inicial de las mujeres. Las autop­
sias revelm'on que los hombres mueltos tenían
disparos con orificios de entrada por la espalda.

Este Últin10 incidente se produjo justo en
el marco de la discusión acerca de la pertinen­
cia del decreto de zona de seguridad fronteri­
za, vigente en la región para la fecha de esta
edición A consecuencia del mismo, se reac­

tivaron los conflictos entre Yucpa y ganade­
ros en tomo a la tenencia de la tierra, y los
indígenas se declarm'on en pie de guelTa. To­
maron cinco haciendas y bloqueron las vías
de acceso, motivando la intervención del go­
bierno central. Finalmente, el conflicto dismi­

nuyó en intensidad sin que se lograsen acuej'­
dos fumes.

Al igual que el relativo a las muertes de
Pedro paz y Nasser Palmar, el proceso judi­
cial iniciado en virtud de la masacre de Kas-



En general, la poblaCión

indígena se encuentra

al margen de los

programas de salud.

mera se encuentra paraliza­
do, debido al conflicto de

competencia entre las ju­
risdicciones civil y mili­
tar, sobre el cual no ha

decidido la Corte Supre­
ma de Justicia.

Aunque con menor re­
percusión que las masa­
cres antes reseñadas, más
recientemente se han re-

gistrado nuevos inciden-
tes con saldos de víctimas

fatales, esta vez a manos

de particulares. En di-
ciembre de 1994 dos indí-

genas Cumaracoto fueron
asesinados por mineros
ilegales guyaneses en los
alrededores del río Para-

gua24 Dos meses antes, el 31. 10.94, el líder

indígena Aniceto Pérez informó que los ga­
rimpeiros mataron ese año por lo menos a tres
miembros de la etnia Ye'kuana, bajo el ampa­
ro de la débil presencia militar en el Alto
Amazonas25.

Educación,
entre valores propios
y ajenos

Según datos del Censo Indígena realizado
en 1992, un 40,5% de la población indígena
mayor de diez años es analfabeta; un 55,6%
del total de personas con edades comprendi­
das entre los 5 y los 24 años no asiste a ningún
centro de enseñanza; el 45,7% de los mayores
de cinco años declaró haber cursado al menos

un nivel de educación básica y el 40,9% no
posee ningún nivel de educación formal. El
65% del total de comunidades indígenas no
cuenta con escuelas, y el 76% carece de maes­
tros. Estos indicadores no aluden a una situa­

ción tan alarmante si se toma en cuenta su poca

relación con elementos

propios de la cultma india;
el problema es que sí tie­
nen incidencia en la capa­
cidad de defensa de los in­

dígenas para defender sus
intereses frente a la pobla­
ción occidental, a la cual
tienen que enfrentarse con

las heITamientas propias
de la sociedad dominante.

Las cifras remiten a un

contexto caracterizado por
la casi inexistente presen­
cia oficial, que ha pemÚti­
do el avance de fuelies pro­
cesos de transculturización

que amenazan seriamente
la supervivencia cultural
de los pueblos indios. En

ese contexto se crea, en 1979, el Régimen de
Educación Intercultural Bilingue (REIB).

El surgimiento del REIB como programa
de educación para las comunidades indígenas
constituyó un importante avance en la lucha
por la preservación de su integridad cultural.
No obstante, a quince años de haber iniciado
su implementación, son muchas las observa­
ciones y cIiticas que se le han hecho. El REIB
no ha sido suficientemene desaITollado, no se
ha aplicado a todas las comunidades y áreas
indígenas, y cuando se ba implementado se ha
hecho con grandes deficiencias y carencias.
No solo se trata de la ausencia de material

didáctico y dotación de infraestructura, sino
también de la escasez de docentes capacitados
y la ausencia de programas educativos con
contenido y orientación verdaderamente in­
terculturales. Con frecuencia, los docentes
que trabaj an en áreas indígenas desconocen la
lengua y la cultura de estos grupos étnicos En
otras oportunidades, los maestros manejan el
idioma pero no saben escribirlo, por lo que
tienen dificultades para enseñar correctamen­
te a los alumnos.
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En cuanto a la orientación curricular de los

programas, se hace necesaria una mayor par­
ticipación y asesoramiento por parte de miem­
bros indígenas, para garantizar la incorpora­
ción de los valores, patrones e instituciones
propias de su cultura y adaptarlos a sus verda­
deras necesidades como pueblos. En este mar­
co, resulta alentador reseñar que en mayo de
1995 se celebró la plimera promoción de
maestros Kari 'ña, Piaroa y Guahibo dentro
del plan de formación intercultural bilingue
de la Universidad Pedagógica Experimental
Libertador.26 Sin embargo, hace falta ahora
tanto como antes, la implementación de un pro­
grama nacional más amplio, que facilite la par­
ticipación de todas las comunidades indígenas.

Los problemas educativos han traido
como consecuencia que en muchas comuni­
dades se de una creciente tendencia a un trato

discriminatorio de la propia lengua y del pa­
trimonio cultural -que vive de la transmisión
oral-o Muchos individuos se averguenzan de
su procedencia indígena y rechazan la prácti­
ca de su lengua materna. Por sus propias ex­
periencias negativas, muchos padres tratan de
evitar o disminuir las discriminaciones contra
sus niños enseñándoles solamente el castella­

no. Su realidad de vida les hace pensar que la
formación como indígenas no vale nada en la
sociedad venezolana, y que por el contrario,
causa problemas. Por eso se generaliza la idea
de que las generaciones futuras vivirán mejor

olvidando lo ~ue son, lo que son sus padres y
.sus abuelos,2 aun cuando comunidades más

comprometidas han logrado Lmareafirmación

étnica por medio de la educación y están
intentando evitar la pérdida de la identidad en
1 . f 28as generacIOnes uturas.

Para el antropólogo Ornar González, ac­
tual Director de Asuntos Indígenas del Minis­
telio de Educación, los logros del REIB han
sido escasos: "El modelo intercultural bilin­

giie hafracasado, y lo seguirá haciendo en la
medida en que no se presente un respaldo de
las instituciones, no solamente del AfE, sino
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que la sociedad dominante, la sociedad glo­
bal criolla, comience a respetar la intercultu­
ralidad, que haya diálogo. Que se entienda
que no se trata de seguir imponiendo los
valores de una cultura, sino que respeten los
de esos pueblos. En esa medida podremos
hablar de una verdadera interculturalidad,

pero hasta ahora el modelo es fallo. ,,29 Pro­
vea coincide con González, pues un programa
amplio de educación bilingue debe tener
como objetivo la conservación y apreciación
de la lengua y cultura indígenas, a través de la
participación de sus destinatarios en los nive­
les de administración, planificación y control
del proceso. El dominio de la lengua castellana
debe poner en las manos de la población indí­
gena el instlUmento que necesitan para recla­
mar sus derechos. Para cubrir tales metas, el
Estado debería destinar recursos a la asigna­
ción de becas de formación de nivel medio y

profesional para integrantes de comunidades
indígenas, con el propósito de garantizar que
estas comunidades cuenten con personas capa­
citadas no solo para ejercer la representación,
sino también para prestar atención profesional
en áreas claves para su desarrollo.

Salud, la inequidad
como norma

A partir de la aplicación del Programa de
Ajuste EstlUctural (PAE), los principios de
progresividad y equidad, rectores del derecho
a la salud, comenzaron a sufiir grandes retro­
cesos. En lo que concierne al segundo, el PAE
no ha hecho sino acrecentar las brechas exis­

tentes, afectando precisamente a los sectores
más vulnerables. En el Edo. Amazonas, por

ejemplo, donde el presupuesto de salud per
capita se encuentra por encima del promedio
nacional, entre el 20 y el 40% de la población
indígena presenta hepatitis B, alcanzando a un
80% en algunas aldeas Yanomami, mientras

que el 70% de los Barí adultos sufren alguna
fOlma de tuberculosis.



"No se trata de

promover el

separatismo, o de

pretender crear una

nación aparte.
Justamente estamos

pidiendo que se nos
reconozca como

I "venezo anos ...

En general, la pobla­
ción indígena se encuentra
al margen de los progra­
mas de salud. De acuerdo

al último censo indígena,
pese a que el 42,2% de los
empleados fijos asalaria­
dos recibe ingresos que
alcanzan a tan solo un ter­

cio del salario mínimo, la

cobertura de los progra­
mas alimentarios es entre

ellos del 63,6%. En el
caso de los Warao, el
90,9% de las comunida­
des no tenía enfermero

asignado, el 88,3% de las
que no tienen médico
asignado no han sido vi-
sitadas por ninguno; el 93,9% no ha recibido
visitas del Servicio de Malariología y el
99,4% no ha recibido atención odontólogi-
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ca.

El grave estado del sistema nacional de
salud se manifiesta de manera particular en las
regiones habitadas por indígenas, remitiendo
nuevamente a la endémica ausencia de aten­

ción oficial. Según cifras del Censo realizado
en 1992, un 86,8% de las comunidades indí­

genas carece de dispensario médico, mientras
actualmente se asiste al repunte de enferme­
dades que se consideraban erradicadas, tales
como el paludismo en el estado Amazonas o
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la lepra en Delta Amacuro.

El acceso a agua potable y la existencia de
una red idónea de alcantarillados y sistemas
de disposición de excretas, son servicios prác­
ticamente inexistentes para la población in­
dia. Tal ausencia genera consecuencias tales
como la mayor incidencia entre esta pobla­
ción de enfermedades asociadas a las malas

condiciones ambientales; el brote de cólera

que afectó al país en 1991 tuvo una incidencia
30,4 veces mayor en los grupos indígenas que
en el resto de la población; el 35% de los casos

ocurrieron entre población
indígena, la cual repre­
senta un 1,55% de la po­
blación total del país, sien­
do las etnias Wayuú y
Warao las más afectadas.

Entre éstos Últimos, 150
Warao murieron a conse­

cuencia de la epidemia del
cólera, desde agosto de
1992 hasta abril de 1993.

Una comunidad completa
desapareció cuando sus
450 habitantes emigraron
huyendo de la enferme-
dad, pues el gobierno re­
gional no les ofreció aten­
ción médica.

Además de estas enfer­

medades, son frecuentes los casos de diarrea,

parasitosis y gastroenteritis en las poblacio­
nes Warao y Piaroa del Orinoco Medio y
Bajo; la Hepatitis B -asociada con el virus
Delta de carácter endémico- entre las etnias

Barí y Yukpa de la Sierra de Perijá y entre los
Yanomami del Alto Orinoco, quienes suelen

f . d 'd . d ' . 32su nr a emas e oncocerOS1S en emlca y
malaria.

A consecuencia del contacto sexual con

población criolla -particularmente, miembros
de las Fuerzas Armadas y garimpeiros- se han
registrado casos de Sida entre los Yanomami.
Se estim a que no es ésta la única etnia afectada
por el SIDA y otras enfennedades de transmi­
sión sexual. También existen denuncias de

prostitución infantil como problema de salud
pública entre las etnias Guahibo, Piaroa y
Warao. Además están las infecciones causa­

das por la destrucción del medio ambiente a
causa de las actividades mineras, que tienen
como consecuencia la contaminación del

fl . 1 33agua UVla.
En 10 que respecta a la infraestructura

sanitaria, las carencias que existen en los
pocos centros dispensadores de salud ubica-
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dos en las áreas se manifiestan a todo nivel:

edificaciones en ruinas, ausencia total de

condiciones hígienicas básicas, equipos in­
suficientes e inadecuados, ausencia de me~
dicinas, vacunas y servicios básicos, limita­
do número de médicos y enfermeras de ca­
rácter permanente.

La implementación de un sistema de salud
para regi.ones indígenas debe fundarse, tal
como lo establece el artículo 8 de la Ley
Orgánica del Sistema Nacional de Salud,
" ...sobre la base de la participación de la
población organizada a todos sus niveles,
tanto en la planificación, como en la ejecu­
ción y evaluación de sus actividades".

La participación de la base de la población
de cada comunidad indígena es imprescindi­
ble para que puedan desarrollar "una acción
positiva y autogestionaria en pro de su bie­

nestar,,3~ y así establecer una atención prima­
ria eficiente.

"Sobre esta materia es importante no

olvidar que también la ayuda médica es un
choque cultural (. ..), ya que puede revolu­
cionar el orden social establecido entre los

chamanes y los enfermos, atentar contra la

transmisión del saber mítico y provocar
cambios negativos en las relaciones jerár­
quicas o de autoridad entre los ancianos y
los jóvenes. Es un problema el que exista
deficiencias en el entrenamiento del perso­
na/"de salud en las zonas indígenas, ya que
falta el conocimiento necesario para aten­
der la patología específica del medio y para

responder a las características culturales y
l· .." ,,35mgUlstlcas ...

Igualmente, la salud debe considerarse y
reconocerse como una problemática mucho
más amplia, esto es, no solamente en sus
aspectos médicos, sino en su dimensión edu-

. 1 1 1 . 1 ,. 36caClOna , cu tura ,SOCia y economlca.
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Autodeterminación
e integración
¿contradictorias?

Tradicionalmente, las instancias oficiales

han demostrado no comprender la realidad
cultural indígena en la cual se enmarcan los
reclamos y exigencias dirigidas al Estado por
este sector. Un ejemplo de esta incapacidad
para ubicar las discusiones en perspectiva lo
ofreció en 1993 el entonces Fiscal General de

la República y actual Ministro de Relaciones
Interiores, Ramón Escovar Salóm, cuando se
refirió al derecho a la autodeterminación de

los pueblos indios y su concepto de nación
afirmando que ello implicada la creación de
"un Estado dentro de otro Estado", que fo­
mentaría el separatismo y la violación de las
leyes venezolanas, respondiendo a intereses
trasnacionales37

Por el contrario, Jesús González, Secreta­
rio Nacional de Conive, aclaró ante el Primer

Congreso Internacional de Derechos Huma­
nos de los Indígenas que el concepto de Na­
ción Indígena es fundamental para alcanzar la
autodeterminación, pero en el entendido de
que "no se trata de promover el separatismo,

o de pretender crear una nación aparte. Jus­
tamente estamos pidiendo que se nos reco­
nozca como venezolanos. Queremos ser na­
ción en el sentido de que somos un grupo de

personas que ocupan un territorio y compar­
ten una propia cultura, un idioma. Una cosa
es hablar de nación, otra hablar de Estado-

., ,,38 A ' t 'd dnaClOn . SI pues, es as comUl11 a es no
pretenden confrontar la estructura del Estado
nacional, sino fonuar una de las partes cons-
. d 1 . 39tltuyentes e a misma ..

No obstante, debe tomarse en cuenta que

el concepto de nación de los indígenas es
completamente diferente al occidental. Para



... en relación con el

derecho a la tierra, el

proyecto legislativo

especificaba que las

comunidades indígenas

tenían derecho a

detentar sus tierras, ...

cuando detentar

significa "retener
uno sin derecho

lo que no es suyo".

ellos la definición alude a

una particularidad cultu-
ral, son pueblos antes de
ser considerados como un

sector de la población o
minada étnica40

Este concepto no tiene
hoy, después de un avance
tan fuerte del proceso de
aculturación, nada que ver
con una glorificación de su
pasado precolombino ni
con una idea purista de la
condición indígena, por el
contrario, su intención está
más cercana a la idea de la

convivencia pacífica y res­
petuosa entre su cultura -la
actual- y la del Estado.

Ignorar la necesidad de sustentar y soste­
ner una política coherente y sostenida en el
tiempo, constituye de hecho una estrategia
que apunta a la eliminación progresiva de la
identidad indígena. Rodolfo Stavenhagen, del
Instituto Interamericano de Derechos Huma­

nos resume la actitud gubemamental criolla
frente a la problemática indígena así; "...se
sigue pensando que el Estado nacional debe

ser culturalmente homogéneo y las políticas
de 'mejoramiento' y de desarrollo de las po­

blaciones indias responden a una estrategia
de 'integración' y de 'asimilación', en otras

palabras, de 'desindigenización,,41 Según
Esteban Emilio Mosonyi es "otro tipo de
etnocido directo" por la vía de la eliminación
d 1 " . 1 1 . 1 1" ,,42e espacIO cu tura , sOC/Qy po It¡CO

Pueblos indios
y participación política

La pariicipación política es un derecho de
todos los venezolanos, pero en el caso de las
poblaciones indígenas constituye además una
herramienta fundamental para la defensa de

su identidad. A lo largo de los últimos años

se ha venido produciendo
un proceso creciente de
parti cip acióndedirigentes
indígenas en asuntos que
afectanlo sintereses,nece­
sidades y derechos de las
etniasquerepresentan. No
obstante, este proceso
no ha contado en todos

los casos con la disposi­
ción oficial para escu­
char y aplicar las pro­
puestas por ellos
formuladas.

Desde 1990 las organi­
zaciones indígenas agru­
padas en Conive iniciaron
el desarrollo de una serie
de consultas destinadas a

promover la reforma del actual artículo 77 de
la Constitución. Como resultado de dichas

consultas, se llegó a la siguiente propuesta de
reforma: "El Estado reconoce la existencia de

las etnias indígenas y su derecho inalienable

e imprescriptible sobre las tierras que habi­

tan de modo permanente, las que utilizan
para sus actividades productivas y los recur­
sos ambientales necesarios para su bienestar
y desarrollo cultural, segÚn sus costumbres y
tradiciones. Son autónomas en su organiza­
ción, régimen de trabajo, explotación de la

tierra y uso sostenido de los bosques y fauna
silvestre, dentro del marco que esta Constitu­
ción establece".

La dirigencia indígena presentó igualmen­
te propuestas de reforma del actual artículo 6
de la Constitución, relativo al idioma oficial

de la República, en el cual se reconocería la
validez de las lenguas indígenas en las entida­
des en las que son habladas. Además, se pre­
sentaron propuestas de reforma a los ariículos
relativos al derecho a la educación (art. 78) y
libeliad de cultos (art. 65). Estas propuestas
fueron fomlalmente presentadas al Congreso
en el marco de las discusiones sobre la refar-
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ma de la Constitución, pero hasta la fecha se
desconoce la opinión parlamentaria en torno
a las mismas.

En diciembre de 1992, el recién creado

estado Amazonas eligió por primera vez a
once diputados que integran la Asanlblea Le­
gislativa, una de cuyas primeras tareas fue la
elaboración de la Constitución estatal. Pese a

la gran cantidad de etnias que habitan en dicha
entidad, los legisladores pretendieron negar a
los indígenas el derecho a participar en la
redacción de la Constitución. La propuesta
oficial desconocía los derechos de los pueblos
iridígenas de Amazonas mediante una ambi­
gua redacción. Por ejemplo, en relación con
el derecho a la tierra, el proyecto legislativo
especificaba que las comunidades indígenas
tenían derecho a detentar sus tierras y hábitat,
cuando según el Diccionario de la Real Aca­

demia de la Lengua Española, detentar signi­
fica "retener uno sin derecho lo que no es
suyo". Las comunidades indígenas amazonen­
ses protagonizaron una serie de movilizaciones
hasta lograr, en marzo de 1993, la sanción de la

nueva Constitución del estado, en la cual se
reconoce -por primera vez en una constitución
estadal- el carácter multiétnico y plUlicultural
del estado Amazonas y la propiedad colectiva
de la tieITa para las comunidades indígenas.

Si bien la nueva Constitución de Amazo­

nas podría considerarse un logro importante,
la actitud asumida posteriOlmente por la
Asamblea Legislativa de esa entidad en rela­
ción con la aprobación de la Ley de División
Político Territorial del estado Amazonas,

pone en evidencia que, más allá de las decla­
raciones generales, los intereses de los parti­
dos políticos regionales terminan por impo­
nerse. Esta ley establece la forma en que que­
darían constituidos los municipios del estado,
por lo que a lo largo de 1994 las comunidades
indígenas realizaron una serie de movilizacio­
nes con el objeto de asegurar que la división
político tenitorial no afectara la integridad de
sus culturas y territorios. Pese a que las etnias
amazonenses presentaron alternativas con­
cretas a las propuestas de los legisladores,
éstos acordaron la sanción de la nueva ley en
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La Comisión Interamericana de Derechos

Humanos ha reiterado que "la protección de

las poblaciones indígenas constituye, tanto
por razones históricas como por principios

... no es descartable

el incremento de las

tensiones en la región,

a causa de pOSibles

enfrentamientos entre

la dirigencia

político-partidista

y las comunidades

indígenas.

julio de 1994, haciendo
caso omiso de los plantea-
mientos indígenas .

Esta situación planteó
la necesidad de acudir ante

la' COlte Suprema de Justi­
cia, instancia que recibió
en febrero de 1995 una de­
manda de nulidad contra

dicha ley, presentada por
las 19 etnias que habitan
en Amazonas. La CSJ no
ha actuado con la celeridad

requerida, pese a que los
demandantes han insistido

en la urgencia del caso, ya
que para diciembre de
1995 están planteadas las
elecciones de autoridades

regionales cuya designa-
ción dependerá de la división territorial pre­
vista en la cuestionada ley. El retardo de la CSJ
supondrá, no solo serias lesiones a la integridad
de los territorios indígenas, sino cuantiosas pér­
didas para el patrimonio de la Nación, a causa
de la celebración de un acto electoral que podría
posteriormente ser declarado nulo. De suceder
esto último, no es descaltable el incremento de

las tensiones en la región, a causa de posibles
enfrentamiento s entre la dirigencia político-par­
tidista y las comunidades indígenas.

Conclusiones

morales y humanitarios,
un sagrado compromiso
de los Estados,,43 A pesar
de ello, las páginas prece­
dentes dan cuenta de una
realidad en la cual las ne­

cesidades, intereses y de­
rechos de los pueblos in­
dios que habitan en Vene­
zuela sigucn siendo pos­
tergados a causa de políti­
cas dispersas, leyes con­
tradictorias, recursos mal
administrados, negligen­
cia y preponderancia de
intereses políticos y eco­
nómicos ajenos a las legí­
timas aspIraCIOnes de
nuestras comunidades in­

dígenas.
Indudablemente, los levantamientos indí­

genas ocurridos en la última década en varios
países de la región obedecen a una creciente
fmstración por parte de comunidades origina­
rias del Continente que han visto sus tierras y
culturas amenazadas por la constante invasión
de personas ajenas a ellas, bajo la mirada
indiferente y en ocasiones cómplice de las
autoridades estatales.

Al iniciarse el Decenio Internacional

de las Poblaciones Indígenas proclamado
por la ONU, Provea confía en que la reali­
dad planteada a lo largo de este Informe
Especial sirva de alerta a las autoridades
de los poderes públicos nacionales para
evitar que la frustración por la inoperancia
de los canales regulares se convierta en el
detonante de mayores conflictos.
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